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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels Drets Humans 

Queja 2603159 

Materia Servicios públicos y medio ambiente 

Asunto Alcaldía. Secretaría General. Molestias generadas por la celebración de fiestas musicales y la existencia 
de una playa de perros en la zona residencial de l'Olla. 

 
 

RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 
 
 
1 Tramitación de la queja 

 
1.1. El 25/6/2026, las personas interesadas presentaron un escrito de queja en el que manifiestan 
las molestias que injustamente están soportando los vecinos por la celebración de fiestas musicales 
durante todo el día y hasta altas horas de la madrugada en la zona de l’Olla, y por la existencia de 
una playa de perros indebidamente ubicada en una zona residencial, sin haber obtenido ningún 
éxito hasta el momento, a pesar de las reiteradas denuncias presentadas ante el Ayuntamiento de 
Altea.   
 
1.2. El 26/6/2026, admitida la queja a trámite, se requiere al Ayuntamiento de Altea la remisión a 
esta institución, en el plazo de un mes, de un detalle de las medidas adoptadas para impedir la 
celebración de fiestas musicales en la zona de l’Olla y garantizar la protección de la salud y el 
derecho al descanso de los vecinos, así como una copia de los informes técnicos que justifican la 
ubicación de la playa de perros en una zona residencial y un detalle de las alternativas de ubicación 
analizadas por los servicios municipales. No consta ninguna respuesta municipal. Este 
requerimiento fue recibido por dicha entidad local con fecha 29/6/2026. 
 
1.3. No consta que el Ayuntamiento de Altea haya solicitado la ampliación de dicho plazo en un 
mes, al amparo de lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de 
Greuges de la Comunitat Valenciana. 
 
 
2 Conclusiones de la investigación 

 
2.1 Derechos y libertades públicas relacionadas con la presente queja.  

No consta que el Ayuntamiento de Altea haya contestado a los escritos presentados por los vecinos 
ni tampoco al requerimiento de informe emitido por esta institución, de manera que dicha entidad 
local no ha demostrado, pudiendo hacerlo, que haya adoptado alguna medida para impedir la 
celebración de fiestas musicales en la zona de l’Olla y garantizar la protección de la salud y el 
derecho al descanso de los vecinos, ni tampoco ha demostrado con algún informe técnico la 
legalidad de la ubicación de la playa de perros en una zona residencial ni tampoco que los servicios 
municipales hubieran valorado otras alternativas para su ubicación.   
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Respecto a la falta de respuesta a los escritos presentados por los vecinos, es importante recordar 
que el artículo 21, apartados 1 y 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, impone la siguiente obligación al 
Ayuntamiento de Altea:  
 

“la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los 
procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación (…) cuando las normas 
reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses (…)”.  

 
En este sentido, el Tribunal Constitucional tiene dicho, desde antiguo, en su Sentencia núm. 71, de 
fecha 26 de marzo de 2001, que “es evidente, como hemos declarado en reiteradas ocasiones que 
la Administración no puede verse beneficiada por el incumplimiento de su obligación de resolver 
expresamente en plazo solicitudes y recursos de los ciudadanos, deber éste que entronca con la 
cláusula del Estado de Derecho (art. 1.1 CE), así como con los valores que proclaman los arts. 24.1, 
103.1 y 106.1 CE.” 
 
El artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana reconoce el derecho de todos 
los ciudadanos a que las Administraciones Públicas traten sus asuntos de modo equitativo e 
imparcial y, sobre todo, en un plazo razonable, sin retrasos injustificados.  
 
La obligación que tienen las entidades públicas de dictar una resolución motivada en contestación 
a los escritos presentados por los ciudadanos es consecuencia del derecho de toda persona a una 
buena administración, reconocido en el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea. No hay que olvidar los deberes que tiene la Administración pública -Sentencia 
del Tribunal Supremo de fecha 28/5/2020, Recurso 5751/2017-: 
 

“(…) Como muchas veces ha reiterado este Tribunal Supremo, el deber jurídico de 
resolver las solicitudes, reclamaciones o recursos no es una invitación de la ley a la 
cortesía de los órganos administrativos, sino un estricto y riguroso deber legal que 
obliga a todos los poderes públicos, por exigencia constitucional (arts. 9.1; 9.3; 103.1 
y 106 CE), cuya inobservancia arrastra también el quebrantamiento del principio de buena 
administración, que no sólo juega en el terreno de los actos discrecionales ni en el de la 
transparencia, sino que, como presupuesto basal, exige que la Administración cumpla sus 
deberes y mandatos legales estrictos y no se ampare en su infracción -como aquí ha 
sucedido- para causar un innecesario perjuicio al interesado. Expresado de otro modo, se 
conculca el principio jurídico, también emparentado con los anteriores, de que nadie se 
puede beneficiar de sus propias torpezas (allegans turpitudinem propriam non auditur) 
(…), la Administración no puede ser premiada o favorecida cuando no contesta 
tempestivamente las reclamaciones o recursos (…)”.   

 
Por otra parte, no solo hay que contestar en plazo a los escritos presentados por los ciudadanos, 
sino que dicha respuesta, además, debe ser motivada y congruente, es decir, debe resolver todas 
las cuestiones planteadas en dichos escritos, sin omitir ninguna de ellas, exponiendo los preceptos 
legales y el razonamiento jurídico seguido para fundamentar su decisión (artículos 35.1.a) y 88.1 de 
la citada Ley 39/2015):  
 

Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: 
 
a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 

mailto:consultas@elsindic.com
http://www.elsindic.com


CSV 965L5WNC3AUQHL4V 
Validar en URL https://seu.elsindic.com 
Este documento ha sido firmado electrónicamente el 12/08/2026  
 

 
 

    C/ Pascual Blasco, 1, 03001 - Alicante/Alacant | 900 210 970 - 965 937 500 
consultas@elsindic.com | www.elsindic.com 3 
 

 
(…) La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas 
por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo. 

 
En cuanto a la contaminación acústica denunciada por los vecinos y generada por las actuaciones 
musicales que se desarrollan hasta altas horas de la madrugada con un excesivo nivel de decibelios, 
es conviene recordar que las molestias acústicas, como ya ha tenido ocasión de afirmar el Tribunal 
Constitucional, en sus Sentencias de 23 de febrero de 2004 y 24 de mayo de 2001, generan 
perniciosas consecuencias para la salud de las personas, afectando gravemente a su calidad de 
vida:   
 

“En efecto, el ruido puede llegar a representar un factor psicopatógeno destacado en 
el seno de nuestra sociedad y una fuente permanente de perturbación de la calidad 
de vida de los ciudadanos. Así lo acreditan, en particular, las directrices marcadas por 
la Organización Mundial de la Salud sobre el ruido ambiental, cuyo valor como referencia 
científica no es preciso resaltar. En ellas se ponen de manifiesto las consecuencias que la 
exposición prolongada a un nivel elevado de ruidos tiene sobre la salud de las 
personas (v. gr., deficiencias auditivas, apariciones de dificultades de comprensión 
oral, perturbación del sueño, neurosis, hipertensión e isquemia), así como sobre su 
conducta social (en particular, reducción de los comportamientos solidarios e 
incremento de las tendencias agresivas). Desde la perspectiva de los derechos 
fundamentales implicados, debemos emprender nuestro análisis recordando la 
posible afección al derecho a la integridad física y moral. A este respecto, habremos 
de convenir en que, cuando la exposición continuada a unos niveles intensos de ruido 
ponga en grave peligro la salud de las personas, esta situación podrá implicar una 
vulneración del derecho a la integridad física y moral (art. 15 CE). En efecto, si bien es 
cierto que no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del art. 
15 CE; sin embargo. cuando los niveles de saturación acústica que deba soportar una 
persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos, rebasen el 
umbral a partir del cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá quedar 
afectado el derecho garantizado en el art. 15 CE”. 

  
Así las cosas, no nos cansamos de repetir que los Tribunales de Justicia vienen declarando con 
reiteración que los ruidos inciden perniciosamente sobre el derecho fundamental a la inviolabilidad 
del domicilio (art. 18.1 de la Constitución) y los derechos constitucionales a la protección de la salud 
(art. 43), a un medio ambiente adecuado (art. 45) y a una vivienda digna (art. 47), por lo que, resulta 
de todo punto ineludible su firme protección por parte de los poderes públicos (por todas, Sentencias 
del Tribunal Constitucional de 24 de mayo de 2001 y 23 de febrero de 2004, y  Sentencias del 
Tribunal Supremo de 23 de febrero de 2001, 26 de abril de 2003, 19 de octubre de 2006, 12 de 
noviembre de 2007, 13 de octubre de 2008, 5 de marzo de 2012,  17 de diciembre de 2014 y 13 de 
junio de 2017).   
 
El Tribunal Supremo, en su Sentencia de fecha 31 de octubre de 2019 (número de recurso 
1878/2016), razona en estos términos:  
 

“(…) Como dice la sentencia de esta Sala de 27 de noviembre de 2011, (rec. 6964/2005), 
en su Fundamento de Derecho Sexto: “(…) conviene tener presente que esta forma actual 
de contaminación --de carácter acústico-- pone en riesgo una serie de derechos, incluidos 
o bien como derechos fundamentales del capítulo II (sección 1ª) a la intimidad personal y 
familiar    -- artículo 18.1--, o bien como principios rectores de la política social y económica 
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del capítulo III del título I de la CE, como la protección de la salud   --artículo 43-- y el medio 
ambiente --artículo 45-- que demandan una interpretación de las normas invocadas a la 
luz de las mentados derechos. 
 
De modo que este tipo de contaminación constituye un grave problema ecológico en 
Europa, y en el que subyace una fuerte presencia de los intereses generales. Sólo a estos 
efectos, no está de más recordar que la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, de 16 de noviembre de 2004 (nº 4143/2002), aunque relativo a ruidos de distinta 
procedencia de los que regula la ordenanza impugnada en la instancia, se declaró la 
vulneración del artículo 8 del CEDH por infracción del derecho a la vida familiar" (…)”.  

 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en sus Sentencias de 16 de noviembre de 2004, y 
ahora recientemente, en la de 16 de enero de 2018, ha declarado la vulneración del derecho 
fundamental a la inviolabilidad del domicilio por la pasividad del Ayuntamiento de Valencia para 
evitar los ruidos nocturnos en un barrio.   
 
Concretamente, en la Sentencia de 16 de enero de 2018, estos han sido los razonamientos 
efectuados por el Tribunal de Estrasburgo:  
 

“(…) El Tribunal observa que el Ayuntamiento era conocedor de que, en dicha zona 
residencial, el nivel de contaminación acústica superaba los umbrales permitidos. En 
primer lugar, las autoridades municipales ya habían designado el área donde vivía el 
demandante como zona acústicamente saturada, lo que en el sentido de la Ordenanza 
significaba una zona donde los residentes locales estaban expuestos a un impacto sonoro 
elevado que constituía una fuente de agresión importante para ellos. En segundo lugar 
dichos niveles de ruidos continuaron durante varios años después de la declaración de la 
zona como zona acústicamente saturada, como confirmaron los informes oficiales 
proporcionados por los servicios municipales en 1998 y 2000. De hecho, este dato fue 
confirmado por el Gobierno, que reconoció que varios años después de la queja del 
demandante el nivel de ruido era de 35 dBA en el domicilio del demandante, por encima 
de los 30 dBA considerados como el máximo permitido por el Ayuntamiento. 
 
Además, el Tribunal señala que, como se señaló en la opinión disidente de la sentencia 
del Tribunal Constitucional, el informe pericial ordenado por el Tribunal Superior afirmó 
que existía un vínculo de causalidad entre los niveles de ruido nocturno y la alteración 
psicológica del sueño del demandante y de su familia, y con su síndrome ansioso 
depresivo. 
 
En dichas circunstancias, el Tribunal considera que sería demasiado formalista en el 
presente caso solicitar al demandante que proporcionara pruebas del ruido en el interior 
de su domicilio, dado que las autoridades municipales ya habían designado el área como 
zona acústicamente saturada (véase Moreno Gómez). El mismo argumento se puede 
plantear en lo que se refiere al vínculo de causalidad. 
 
Adicionalmente, el Tribunal observa que, contrariamente a lo que afirma el Gobierno, el 
demandante, en su calidad de presidente de la comunidad de vecinos, presentó múltiples 
denuncias ante el Ayuntamiento antes de remplazar sus ventanas. No puede decirse que 
la conducta del demandante fuera abusiva o desproporcionada ante las molestias que 
estaba sufriendo. A este respecto, el Tribunal observa que no es razonable requerir a un 
ciudadano que está sufriendo daño en su salud que espere al final de los procedimientos 
antes de utilizar los medios legales a su disposición. 
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El Tribunal está de acuerdo con el Gobierno en que el Ayuntamiento tomó varias medidas 
al objeto de resolver los problemas de contaminación acústica en la zona en donde residía 
el demandante. El Tribunal observa que el Ayuntamiento adoptó medidas generales como 
la Ordenanza, la declaración de la zona de los vecinos como zona acústicamente saturada 
y, en especial y con respecto al demandante, la orden dada al pub instalado en los bajos 
de la vivienda del demandante de instalar un limitador de ruidos, que en principio debería 
ser suficiente para garantizar el respeto de sus derechos. 
 
No obstante, el Tribunal observa que dichas medidas fueron insuficientes en su caso 
concreto. Las regulaciones para proteger derechos garantizados no sirven de nada 
si no se aplican correctamente, y el Tribunal debe reiterar que el Convenio está para 
proteger derechos efectivos, no derechos ilusorios. El Tribunal, ha repetido 
encarecidamente que la existencia de un sistema sancionador no es suficiente si no se 
aplica en tiempo y eficazmente (véase Bor contra Hungría, núm. 50474/08, ap. 27, 18 de 
junio de 2013). En el presente asunto, la disminución del número de veces que se 
sobrepasó el nivel de decibelios y las sanciones administrativas impuestas por el 
Ayuntamiento no pueden considerarse como medidas suficientes. Los hechos demuestran 
que el demandante sufrió una vulneración grave de su derecho al respeto del domicilio 
debido a la pasividad de la Administración frente al ruido nocturno. (véase   Moreno 
Gómez), precitada, ap. 61). 
 
El Tribunal está de acuerdo con la afirmación del Gobierno de que la mera declaración del 
área como zona acústicamente saturada no puede considerarse como una justificación de 
reconocimiento del daño causado a todos los residentes. No obstante, en el presente 
asunto, las molestias sufridas por el demandante estaban presentes desde varios años 
antes de dicha declaración e implicaba por lo tanto una violación continuada de su vida 
privada. 
 
Por todas estas razones, el Tribunal concluye que, contrariamente a las alegaciones del 
Gobierno, este asunto es muy similar a Moreno Gómez. En el presente caso, el 
demandante reside en la misma zona acústicamente saturada que la Sra. Moreno Gómez- 
de hecho, solo unos metros más allá- y el demandante ha presentado- tal como lo hizo la 
Sra. Moreno Gómez- suficientes pruebas de las consecuencias que ha causado el ruido 
en su salud. 
 
En estas circunstancias, el Tribunal considera que el Estado demandado no cumplió su 
obligación positiva de garantizar el derecho del demandante al respeto de su domicilio y 
de su vida privada, ignorando el artículo 8 del Convenio”. 

  
Por otra parte, en cuanto a la ubicación de una playa de perros en una zona residencial, el 
Ayuntamiento de Altea, pudiendo hacerlo, no ha aportado a esta institución los informes técnicos 
que justifiquen la legalidad de dicha ubicación, por lo que resulta razonable inferir que se trata de 
una decisión municipal arbitraria y que no ha tenido en cuenta las molestias denunciadas por los 
vecinos, las cuales, es importante destacarlo, no han sido desacreditadas por el Ayuntamiento. Las 
molestias son las siguientes:  
 

(…) La autorización municipal de una playa de perros en la misma zona para que acuda a 
la misma cualquier ciudadano con sus animales, lo que ha provocado constantes quejas 
en los últimos 15 años ante ataques de perros sueltos a vecinos de la comunidad y del 
hotel, al tener que pasar por la puerta de entrada y salida de la comunidad de propietarios 
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cualquier ciudadano que quiera ir a la playa de perros, habiéndose producido ataques de 
perros a personas y a otros perros, dado que muchos ciudadanos los llevan sueltos, pese 
a las quejas constantes que se han realizado por la comunidad y el hotel al Ayuntamiento 
de que traslade esta playa a otro lugar que no sea zona residencial, dado el riesgo 
constatado que existe de causación de lesiones graves a ciudadanos, además de la 
insalubridad que provoca y la falta de higiene en la zona por la cantidad de animales que 
acuden a esa zona en concreto al dejar heces y orines en el suelo todos los días (…).  

 
 
2.2 Conducta de la administración 

El artículo 39.1.a) de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat 
Valenciana, establece lo siguiente:  
 

Se considerará que existe falta de colaboración con el Síndic de Greuges cuando, en los 
plazos establecidos para ello, se produzcan los siguientes hechos: 
 
a) No se facilite la información o la documentación solicitada (…). 

 
En el caso que nos ocupa, el Ayuntamiento de Altea todavía no ha remitido a esta institución el 
informe requerido con fecha 26/6/2026 -y recibido por esta entidad local el 29/6/2026-, 
incumpliéndose el plazo legal máximo de un mes (artículo 31.2 de la citada Ley 2/2021).  
 
Si dicho Ayuntamiento se niega a colaborar con el Síndic de Greuges, se hará constar en las 
resoluciones que pongan fin al procedimiento, así como en los informes anuales, especiales y 
extraordinarios que emita el Síndic de Greuges ante Les Corts Valencianes, en cuyo caso se 
indicará también la identidad de las personas responsables. 
 
La persistencia en las actitudes obstaculizadoras que derive en un comportamiento hostil o 
sistemáticamente entorpecedor de las investigaciones llevadas a cabo por el Síndic de Greuges, 
dará lugar a un informe especial de carácter monográfico, en el que se identificará a las autoridades 
y al personal que sean responsables de lo sucedido. 
 
 
3 Consideraciones a la Administración 

Por todo ello, formulamos las siguientes consideraciones al Ayuntamiento de Altea:  
 
Primero: RECOMENDAMOS que, en contestación a los escritos y denuncias presentadas por los 
autores de la queja, se dicte y notifique resolución motivada respecto a todas las cuestiones 
planteadas en los mismos.  
 
Segundo: RECOMENDAMOS que se adopten las medidas necesarias para garantizar la 
protección de la salud y el derecho al descanso de los vecinos en el caso de que se celebre alguna 
fiesta musical en la zona de l’Olla.  
 
Tercero: RECOMENDAMOS que se reubique la playa de perros existente en la zona residencial 
de l’Olla a otro lugar del término municipal más adecuado para evitar las molestias denunciadas por 
las personas afectadas. 
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Cuarto: RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de dictar y notificar resolución expresa en el plazo de 
3 meses cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen un plazo máximo. 
 
Quinto: RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de colaborar con el Síndic de Greuges, facilitando la 
información solicitada y contestando a las recomendaciones, sugerencias o recordatorios de 
deberes legales efectuados.     
 
Según la ley que regula esta institución, las Administraciones a las que van dirigidas nuestras 
consideraciones están obligadas a enviarnos, en el plazo máximo de un mes, un informe donde 
manifiesten si aceptan estas consideraciones. Si las aceptan, deberán indicar las medidas que van 
a adoptar para cumplirlas. Si no las aceptan, deberán justificar su respuesta. 
 
Finalmente, esta Resolución se notificará a todas las partes y se publicará en 
www.elsindic.com/actuaciones. 

 
Ángel Luna González 

Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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